
 

     

                                                                          

                        

 

SIGCMA 

Número Único  110016000000201701272-00 
Ubicación  47473 – 20  
Condenado JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN 
 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 15 de Marzo de 2024, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia del 
QUINCE (15) de FEBRERO de DOS MIL VEINTICUATRO (2024) por el término 
de cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a 
lo dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 20 de Marzo de 2024. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  110016000000201701272-00 
Ubicación  47473 
Condenado CARLOS ALBERTO GONZALEZ, HENYERBE JOSE CARRILLO 
PINTO, JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN 
C.C # 79890276, 1065578451, 71189324 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 21 de Marzo de 2024, se corre traslado por el término común de 
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 
inciso 1° del C.P.P. Vence el 27 de Marzo de 2024 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 











Bogotá D.C, 1 DE MARZO DE 2024 

SEÑORES: 

HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C – SALA PENAL 

E. S. D. 

REFERENCIA: Recurso de apelación contra auto proferido el 15 de febrero de 2024 por parte 

del “Juzgado Veinte de Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento de Bogotá D.C” 

dentro del proceso con RAD 11001-60-00-0002017-01272-00 Ejecución de pena seguida a 

JOSE IGNACIO CORTEZ GUZMAN - CEDULA DE CIUDADANIA 71189324 

Yo, JOSE IGNACIO CORTEZ GUZMAN respetuosamente manifiesto a usted por medio del 

presente escrito interpongo recurso de apelación frente al auto de referencia por el cual 

niega la propuesta del beneficio administrativo de salida del establecimiento carcelario por 

15 días sin vigilancia y sin exceder de 60 día al año. 

PETICIONES 

PRIMERA. Muy respetuosamente señor juez AD QUEM solicito a usted revocar la decisión 

adoptada por el juez veinte de ejecución de penas y medidas de aseguramiento de Bogotá 

D.C, en auto de fecha del quince(15) de febrero de 2024 por medio del cual niega la 

propuesta de solicitud del beneficio administrativo del establecimiento carcelario por-15 

dias sin vigilancia y sin exceder 60 día al año. 

SEGUNDA. Consecuentemente, se resuelva a mi favor la concesión de beneficio 

administrativo consagrado en el artículo 147ª de la ley 65 de 1993, al que tengo derecho en 

razones de mis derechos fundamentales y mi proceso de resocialización privado de la 

libertad. 

RAZONES DE HECHO 

1. Mediante sentencia de fecha 4 de diciembre de 2018, el juzgado penal del circuito

especializado de Bogotá me condeno a  mi, JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN a la

pena privativa de la libertad de 110 meses por los delitos de concierto para delinquir

agravado , homicidio, fabricación, porte o tenencia de armas de fuego y he estado

privado de la libertad desde el 28 de junio de 2017.



 

2. En cumplimiento de la pena impuesta he estado privado de la libertad desde el 28 

de junio de 2017, he cumplido el 70% de mi condena y estoy en fase de confianza 

debido a mi buen comportamiento y resocialización. 

 

3. Cumplo todos los requisitos que consagra el artículo 147ª de la ley 65 de 1993, al (1) 

observar una buena conducta en el centro de reclusión certificado por el concejo de 

disciplina (2) Haber cumplido 4/5 partes de mi condena (3) No tener ordenes de 

captura vigentes (4) No registrar fuga, ni intento de ella durante la ejecución de la 

sentencia (5) Haber trabajado, estudiado y enseñado durante el periodo de 

reclusión, lo cuales son síntomas del proceso de resocialización e integración a la 

sociedad. 

 

4. En el auto referido, el juez veinte de ejecución de penas y medidas de aseguramiento 

encuentra cumplido todos los requisitos necesarios a excepción de la prohibición 

penal del articulo 68ª de la ley 599 de 2000 que no permite los beneficios, ni 

subrogados a aquellos condenados por una serie de delitos, en los cuales enlista 

concierto para delinquir agravado al cual estoy condenado, pero que sin embargo 

esta medida viola mis derechos fundamentales a la dignidad, libre desarrollo de la 

personalidad, derecho a la resocialización, derecho a la igualdad  y que a pesar de la 

limitación de los derechos fundamentales como privado de la libertad, no se pueden 

afectar el goce total de estos con argumento de la simple potestas legislativa, y que 

argumento a continuación: 

 

- Dentro del actuar del juez de ejecución de penas y medidas de 

aseguramiento resulta lógico improbar por la expresa prohibición legal 

que contiene la norma invocada de no conceder los beneficios 

administrativos a aquellos autores de los delitos que consagra el 

parágrafo No. 2  del articulo 68ª de la ley 599 de 2000, pero considero 

que erra al excluir totalmente el análisis del caso concreto, y como dicta 

la naturaleza del ordenamiento jurídico colombiano, el fin de la pena, y 

los principios constitucionales como el derecho de resocialización. 

El simple hecho de analizar del caso en concreto se entiende que como 

parte de mi ejecución de penas he mostrado un comportamiento 

ejemplar, he cumplido el 70% de mi pena y se me han negado otros 

subrogados penales como la libertad condicional y la prisión domiciliaria, 

vulnerándose completamente el derecho a la igualdad al negarse 

completamente cualquier subrogado o beneficio administrativo a pesar 

de mis síntomas de resocialización y prueba de mi reforma como 

ciudadano colombiano, esto es omitido cuando el juez de ejecución de 

penas y medidas de aseguramiento no hace más que comprobar la 



prohibición legal y deja de lado las demás variables violando mi derechos 

fundamentales anteriormente mencionados como lo ha expresado la 

corte en la sentencia C1112-00 

 

“el delincuente se encuentra en igualdad de condiciones como sujetos de 

derecho, de modo tal, que en materia de garantías” 

 

En una jurisprudencia de la corte que estima la igualdad de condiciones 

en materia penal para aquellos privados de la libertad además de que 

este tratamiento desigual desconocimiento de derechos olvida el fin de 

la pena como resocializador que ha expresado la corte. 

 

“La pena tiene en nuestro ordenamiento jurídico un fin resocializador que 

orienta la ejecución de la misma, de conformidad con los principios 

humanísticos y las normas de derecho internacional adoptadas (..) como 

se señaló, por lo general guardan relación con el desarrollo de actividades 

edificantes para el interno como el trabajo o el estudio- se traduce en una 

forma de limitar sus posibilidades de pronta reinserción a la sociedad, 

coartando tanto el desarrollo de su personalidad –que también en estos 

casos se reconoce plenamente al individuo- como las posibilidades de que 

el sistema judicial y penitenciario se convierta en verdadera herramienta 

de control y transformación social.” 

 

Este argumento demuestra que el actuar del juzgado de ejecución de 

penas, sin analizar el caso en concreto, verificar los síntomas de 

resocialización del privado de la libertad viola el derecho a la igualdad en 

materia penal, el derecho a la libre personalidad, a la dignidad del penado 

de la libertad al no permitirle su proceso de reinserción y desconoce el fin 

de la pena, y el principio de resocialización de los penados de la libertad, 

como lo ha expresado la corte en sentencia de tutela T-009 de 2022 

 

“el Estado, en general, y las autoridades penitenciarias, en particular, 

deben brindar a los internos alternativas que incentiven en ellos el 

desarrollo de una vida en condiciones dignas en su reincorporación a la 

comunidad, una vez cumplida la pena impuesta y garantizar que los 

privados de la libertad cuenten con la oportunidad y disposición 

permanente de medios que les permitan realizar actividades educativas” 

 

Por lo que negarme la posibilidad del permiso de 15 dias sin vigilancia y 

sin exceder los 60 dias al año, como parte de un proceso edificante, como 

síntoma de resocialización y como medida de reinserción de utilización 



del sistema judicial como herramienta transformadora viola los principios 

y derechos fundamentales argumentados anteriormente, y que la corte 

ha venido exponiendo a través de una robusta línea jurisprudencial: 

“La Sala estima que sólo son compatibles con los derechos humanos la 

ejecución de las penas que tiende a la resocialización del condenado, esto 

es, a su incorporación a la sociedad como sujeto capaz de respetar la ley 

penal. Por consiguiente, adquiere preponderancia la política penitenciaria 

ejecutada por el INPEC y vigilada por el Juez de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad, pues es a éste último en asocio con los conceptos 

que emita el INPEC, a quien le corresponde evaluar según los parámetros 

fijados por el legislador, sí es posible que el condenado avance en el 

régimen progresivo y pueda acceder a regímenes de privación de la 

libertad de menor contenido coercitivo (libertad condicional, prisión 

domiciliaria, vigilancia electrónica, entre otros subrogados penales), 

logrando la readaptación social del condenado. (sentencia 233/16) 

Como lo demuestra la sentencia citada anteriormente (C233/16) no es 

ajustado a los derechos humanos y en consecuente a los principios y 

tratados internacionales una ejecución de la pena que no permita los 

mecanismos para la resocialización del privado de la libertad, por eso 

mismo es tarea del juzgado de ejecución de penas en respaldo y 

atendiendo los principios constitucionales, analizar el caso en concreto y 

permitir la resocialización e integración a la sociedad a través de 

mecanismos dados por el legislador, y teniendo en cuenta que el 

beneficio de salida de 15 días del establecimiento tiene como fin acercar 

al privado de la libertad a la sociedad a la cual esta próxima a integrarse 

a la sociedad después de pasar un largo periodo de tiempo recluido en su 

resocialización. 

Por estos argumentos solicito ante usted juez ad quem revoque el auto discutido en este 

recurso y me conceda el beneficio administrativo propuesto, por la violación de mis 

derechos fundamentales y el desconocimiento de los principios constitucionales y demás 

argumentos expuestos. 

ATENTAMENTE
JOSE IGNACIO CORTEZ GUZMAN
CEDULA DE CIUDADANIA 71189324 





4/3/24, 11:53 RV: RAD 11001-60-00-0002017-01272-00 - JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Pena…

about:blank 1/1

RV: RAD 11001-60-00-0002017-01272-00 - JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN

Juzgado 20 Ejecución Penas Medidas Seguridad Circuito - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 4/03/2024 8:05 AM
Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

1 archivos adjuntos (418 KB)
APELACIÓN JUZGADO 20.pdf;

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

CALLE 11 No. 9 A – 24 PISO 6 TEL. 3423028 
ejcp20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

 
Bogotá D.C. 
 
Remito para su trámite. 
 
Cordialmente,  
 

JUZGADO VEINTE DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE
BOGOTÁ

De: Abogados Colombia <abogadoscol2024@gmail.com>
Enviado: viernes, 1 de marzo de 2024 12:39 p. m.
Para: Juzgado 20 Ejecución Penas Medidas Seguridad Circuito - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RAD 11001-60-00-0002017-01272-00 - JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN
 
Buenas tardes

Por medio de la presente radicó apelación del auto que niega beneficio administrativo de 15 días.

RAD 11001-60-00-0002017-01272-00 - JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN


